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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
          2 tesis aisladas 

 

Anticorrupción  y Cumplimiento Corporativo 
          Sin publicaciones 

Ambiental 
          Sin publicaciones  

Comercio Exterior 
          Sin publicaciones 
 

Competencia Económica 
          Sin publicaciones  

Energía 
          Sin publicaciones 
 

Constitucional y Amparo 
          2 jurisprudencias  
           4 tesis aisladas 
 

Corporativo 
          Sin publicaciones 

Deporte, Entretenimiento y Cultura 
          Sin publicaciones  

Fiscal 
         2 jurisprudencias 
         2 tesis aisladas 
 

Laboral 
          Sin publicaciones 

 

Medios Alternos de Solución de Controversias 
          Sin publicaciones  

Mercados Financieros 
          Sin publicaciones 

Pasantes 
          Sin publicaciones 
 

Penal 
          2 tesis aisladas 

 

Derecho Privado de Empresa 
           2 tesis aisladas 

Propiedad Intelectual 
          1 tesis aislada  

Seguridad Social 
          Sin publicaciones  
 

Tecnologías de la Información y Datos 
Personales 
          1 jurisprudencia 

Telecomunicaciones 
          5 tesis aisladas  
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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 
 

TESIS AISLADA. PUBLICIDAD EXTERIOR. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO PREVÉ UNA MULTA EXCESIVA NI 
TRANSGREDE EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS.  
 
TESIS AISLADA. PUBLICIDAD EXTERIOR. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, ES ACORDE CON EL PRINCIPIO DE 
RAZONABILIDAD.  
 

Constitucional y Amparo 
 

JURISPRUDENCIA. CORREO ELECTRÓNICO OFICIAL. LA INFORMACIÓN COMUNICADA A TRAVÉS DE 
DICHO MEDIO ENTRE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SI ESTÁ CERTIFICADA 
LA HORA Y FECHA DE SU RECEPCIÓN, ASÍ COMO EL ÓRGANO QUE LA REMITE POR EL SECRETARIO DE 
ACUERDOS DEL TRIBUNAL JUDICIAL QUE LA RECIBE, TIENE PLENO VALOR PROBATORIO.  
 
JURISPRUDENCIA. RECURSO DE RECLAMACIÓN. EL AUTORIZADO DEL ACTOR EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 5o. DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, ESTÁ 
LEGITIMADO PARA INTERPONERLO CONTRA EL AUTO ADMISORIO DE LA REVISIÓN FISCAL 
PROMOVIDA POR LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE ORIGEN.  
 
TESIS AISLADA. RECURSO DE QUEJA POR REPETICIÓN DEL ACTO DECLARADO NULO EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL SUSTANCIADO EN LA VÍA SUMARIA. EL PLAZO PARA SU 
INTERPOSICIÓN ES DE QUINCE DÍAS, CONTADO A PARTIR DE QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN 
DE LA ACTUACIÓN CONSIDERADA REPETIDA.  
 
TESIS AISLADA. PUBLICACIÓN "PRELIMINAR" DE LOS DATOS DEL CONTRIBUYENTE EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN, EN SU CONTRA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO.  
 
TESIS AISLADA. LIBERTAD DE EXPRESIÓN. RESTRICCIONES Y MODALIDADES DE ESCRUTINIO.  
 
TESIS AISLADA. LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MODALIDAD INVOCABLE POR UNA PERSONA MORAL 
CONCESIONARIO DE RADIO COMO PARÁMETRO DE CONTROL CONSTITUCIONAL PARA CUESTIONAR 
LAS OBLIGACIONES LEGALES EN RELACIÓN A SU PROGRAMACIÓN.  
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Penal 
 

TESIS AISLADA. PLAZOS Y TÉRMINOS EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL. FORMA DE 

COMPUTARLOS (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LA REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 22, 

PÁRRAFO PRIMERO, IN FINE, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 24 Y 77 DE LA LEY DE LA MATERIA). 

 

TESIS AISLADA. RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 467 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES. ES INADMISIBLE CONTRA LA NEGATIVA DEL JUEZ DE CONTROL DE 

DECRETAR EL SOBRESEIMIENTO EN LA CAUSA, SOLICITADO POR EL IMPUTADO CON MOTIVO DEL 

DICTADO DEL AUTO DE NO VINCULACIÓN A PROCESO, AL NO ESTAR CONTENIDA DENTRO DEL 

CATÁLOGO DE RESOLUCIONES APELABLES. 

 

 

 

Propiedad Intelectual 
 

 

TESIS AISLADA. MARCA FAMOSA. ESTÁ PROTEGIDA EN LA INFRACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 

213, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL. 

 

 

 

Tecnologías de la Información y Datos Personales 
 
JURISPRUDENCIA. CORREO ELECTRÓNICO OFICIAL. LA INFORMACIÓN COMUNICADA A TRAVÉS DE 
DICHO MEDIO ENTRE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SI ESTÁ CERTIFICADA 
LA HORA Y FECHA DE SU RECEPCIÓN, ASÍ COMO EL ÓRGANO QUE LA REMITE POR EL SECRETARIO DE 
ACUERDOS DEL TRIBUNAL JUDICIAL QUE LA RECIBE, TIENE PLENO VALOR PROBATORIO.  
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Fiscal 
 

JURISPRUDENCIA. DERECHOS POR EL SERVICIO DE REFRENDO ANUAL DE REGISTRO Y HOLOGRAMA. 
LOS ARTÍCULOS 22, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DEL AÑO 2011, Y 24, FRACCIÓN III, DEL ORDENAMIENTO REFERIDO PARA LOS 
EJERCICIOS FISCALES DE LOS AÑOS 2012 A 2015, QUE ESTABLECEN SU MONTO, TRANSGREDEN LOS 
PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD.  
 
JURISPRUDENCIA. DERECHOS POR EL SERVICIO DE REFRENDO ANUAL DE REGISTRO Y HOLOGRAMA. 
CONSECUENCIAS DE LA DECLARATORIA DE INCONSTITUCIONALIDAD EN EL AMPARO DIRECTO DE 
LOS ARTÍCULOS 22, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DEL AÑO 2011, Y 24, FRACCIÓN III, DEL ORDENAMIENTO REFERIDO PARA LOS 
EJERCICIOS FISCALES DE LOS AÑOS 2012 A 2015, QUE ESTABLECEN SU MONTO.  
 
TESIS AISLADA. PUBLICACIÓN "PRELIMINAR" DE LOS DATOS DEL CONTRIBUYENTE EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN, EN SU CONTRA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO.  
 
TESIS AISLADA. IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. CONTRA LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS DE LA 
APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 158 BIS DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, QUE 
PREVÉ LA OBLIGACIÓN DE RETENER Y ENTERAR ESE TRIBUTO, ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA 
SUSPENSIÓN EN EL AMPARO.  
 

Derecho Privado de Empresa 
 

 

TESIS AISLADA. COSTAS EN CONCURSOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY DE LA MATERIA, 

QUE PREVÉ SU CONDENA CUANDO SEA IMPROCEDENTE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO 

MERCANTIL, NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.  

 

TESIS AISLADA. CONCURSOS MERCANTILES. LOS ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY RESPECTIVA NO 

CONTRAVIENEN LOS DERECHOS DE IGUALDAD Y DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
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Telecomunicaciones 
 
TESIS AISLADA. USO CORRECTO DEL LENGUAJE. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN IX, DE LA LEY FEDERAL 
DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN A LOS 
CONCESIONARIOS DE PROPICIARLO, VIOLA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.  
 
TESIS AISLADA. TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. LOS ARTÍCULOS 223, SEGUNDO 
PÁRRAFO Y 224 DE LA LEY FEDERAL REFERIDA, NO VULNERAN LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.  
 
TESIS AISLADA. TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 253 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA NO VIOLA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.  
 
TESIS AISLADA. TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 238 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, NO VIOLA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.  
 
TESIS AISLADA. INTEGRACIÓN DE LAS FAMILIAS. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL 
DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN A LOS 
CONCESIONARIOS DE PROPICIARLA, NO VULNERA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN SI SE INTERPRETA 
DE MANERA CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN.  
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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016878  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXVII/2018 (10a.)  

 
PUBLICIDAD EXTERIOR. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO PREVÉ UNA MULTA EXCESIVA NI TRANSGREDE EL ARTÍCULO 22 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha determinado que las multas fijas violan el artículo 22 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pues imponen idéntica penalidad de manera invariable e inflexible a 
una serie de casos heterogéneos, lo cual genera un tratamiento desproporcionado a los particulares. 
Ahora bien, el artículo 86 de la Ley de Publicidad Exterior del Distrito Federal, aplicable para la Ciudad 
de México, sanciona con multa al publicista y al responsable solidario que sin contar con el permiso 
administrativo temporal revocable, licencia o autorización temporal respectivo, ejecute o coadyuve en 
la instalación de un anuncio y la posibilidad de multiplicarla hasta el doble en caso de reincidencia, la 
cual está configurada entre un mínimo y un máximo para su imposición, al oscilar entre 1500 a 2000 días 
de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. Así, el hecho de que se prevean límites para 
imponerla, obliga a la autoridad a sancionar dentro de ellos y al mismo tiempo razonar su arbitrio al 
momento de fijar la multa en cada caso concreto; es decir, la autoridad puede actuar dentro de esos 
límites (mínimo y máximo), pero siempre tendrá la obligación de fundar y motivar su determinación, lo 
que sólo puede hacer atendiendo a las peculiaridades del infractor en cada caso concreto. En este 
sentido, el artículo 80, fracción I, de la Ley de Publicidad Exterior del Distrito Federal, establece que las 
sanciones por la comisión de infracciones a esa ley se impondrán por el Instituto de Verificación 
Administrativa del Distrito Federal de conformidad con la Ley de Procedimiento Administrativo del 
Distrito Federal (ahora denominada Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México), la 
cual, en su artículo 132, señala que la autoridad administrativa fundará y motivará su resolución, 
considerando para su individualización los daños que se hubieren producido o puedan producirse; el 
carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción; así como la gravedad, la 
reincidencia y la capacidad económica del infractor; es decir, debe tomar en cuenta las circunstancias 
particulares al momento de individualizar las sanciones. En consecuencia, el artículo 86 de la Ley de 
Publicidad Exterior del Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, no prevé una multa 
excesiva ni transgrede el artículo 22 de la Constitución Federal, ya que hace indispensable la 
individualización de la sanción respectiva siempre que se opte por una mayor a la mínima prevista. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1510/2017. Ecoteam, S.A. de C.V. 6 de septiembre de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016877  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXVIII/2018 (10a.)  

 
PUBLICIDAD EXTERIOR. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY RELATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, ES ACORDE CON EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD. El artículo 22, 
párrafo primero, in fine, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tutela el principio 
de razonabilidad que rige a las multas, conforme al cual, serán válidas en la medida en que exista un 
motivo que justifique la punición en perjuicio de los particulares; esto es, una conducta será 
sancionable en la medida en que afecte alguna situación útil que el legislador pretenda proteger. Ahora 
bien, como se advierte de la exposición de motivos de la Ley de Publicidad Exterior del Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, la multa de 1500 a 2000 días de salario mínimo general vigente en 
el Distrito Federal, contenida en su artículo 86, es proporcional a la infracción cometida, consistente en 
ejecutar o coadyuvar en la instalación de un anuncio sin contar con el permiso administrativo temporal 
revocable, licencia o autorización temporal respectivo, así como al bien jurídico que tutela, ya que lo 
que pretende proteger no sólo es la seguridad de las personas que habitan los inmuebles en los que se 
instalan anuncios, así como de quienes transitan por las vías públicas, sino también el paisaje urbano 
capitalino, ya que no debe tolerarse su saturación y desarticulación, que es uno de los pocos bienes de 
los que puede disfrutar gratuitamente toda persona. En consecuencia, el artículo 86 referido goza de 
validez constitucional, ya que es acorde con el principio de razonabilidad que rige a las multas 
contenido en el artículo 22 de la Constitución Federal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1510/2017. Ecoteam, S.A. de C.V. 6 de septiembre de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 
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Constitucional y Amparo 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2016852  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Común)  

Tesis: I.3o.P. J/3 (10a.)  
 

CORREO ELECTRÓNICO OFICIAL. LA INFORMACIÓN COMUNICADA A TRAVÉS DE DICHO MEDIO ENTRE 
LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SI ESTÁ CERTIFICADA LA HORA Y FECHA 
DE SU RECEPCIÓN, ASÍ COMO EL ÓRGANO QUE LA REMITE POR EL SECRETARIO DE ACUERDOS DEL 
TRIBUNAL JUDICIAL QUE LA RECIBE, TIENE PLENO VALOR PROBATORIO. El artículo 210-A del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo en términos de lo 
previsto en el diverso numeral 2o. de esa ley, reconoce como medios de prueba la información 
generada o comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología, y 
establece que su fuerza probatoria está sujeta a la fiabilidad del método en que haya sido generada, 
comunicada, recibida o archivada y, en su caso, si es posible atribuir a las personas obligadas el 
contenido de la información relativa y ser accesible para su ulterior consulta. Ahora bien, entre los 
medios de comunicación electrónica a que se refiere la legislación procesal civil de referencia, se 
encuentra el denominado correo electrónico, que es un medio de transmisión de datos mediante redes 
informáticas (Internet), por el que es factible el envío de información que se recibe por el destinatario 
en forma de mensaje de texto o como dato adjunto; de ahí que la información generada o comunicada 
en mensajes de texto o archivos adjuntos que se transmite por medio del correo electrónico oficial, 
entre los órganos del Poder Judicial de la Federación, si su recepción está certificada por el secretario 
de Acuerdos del tribunal judicial al que se transmite, sobre la hora y fecha en que la recibió y la persona 
del órgano jurisdiccional federal que la remitió, tiene pleno valor probatorio, por ser confiable el medio 
en que fue comunicada, ya que tiene un grado de seguridad similar al de la documentación consignada 
en papel, además de que es identificable la persona a quien se atribuye su contenido y pueden 
verificarse tanto el origen del mensaje como el archivo adjunto que a través de éste se remita; pues en 
la actualidad los citados órganos se encuentran comunicados electrónicamente, por distintos medios, 
lo que permite corroborar los datos del mensaje de texto o dato adjunto recibido. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 119/2015. 11 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez. Secretario: Nicolás de Luna González. 
 
Queja 129/2015. 7 de diciembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Ojeda Bohórquez. 
Secretario: Jorge Antonio Salcedo Garduño. 
 
Queja 102/2016. 19 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. 
Secretario: Julio César Antonio Rosales. 
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Queja 128/2016. 17 de octubre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Manuel Román Franco. 
Secretaria: Irma Emigdia González Velázquez. 
 
Queja 129/2017. 30 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. 

Secretario: Jaime Flores Cruz. 

 

 

 

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016884  

Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.III.A. J/45 A (10a.)  

 
RECURSO DE RECLAMACIÓN. EL AUTORIZADO DEL ACTOR EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 5o. DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, ESTÁ LEGITIMADO PARA 
INTERPONERLO CONTRA EL AUTO ADMISORIO DE LA REVISIÓN FISCAL PROMOVIDA POR LA 
AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE ORIGEN. De los artículos 5o. y 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige que el autorizado en dicho procedimiento cuenta 
con la representación específica del autorizante para hacer promociones de trámite, rendir pruebas, 
presentar alegatos y especialmente, interponer recursos en la contienda administrativa, dentro de la 
que se contiene el recurso de revisión fiscal, el cual desde su interposición, admisión, trámite y 
resolución, forma un todo indisoluble con el procedimiento principal del contencioso administrativo, 
de donde se sigue que dicho recurso "deberá tramitarse en los términos previstos en la Ley de Amparo 
en cuanto a la regulación del recurso de revisión". Con base en lo anterior, habrá que tener presente lo 
establecido en el Capítulo XI, "Medios de Impugnación", Sección Primera, "Recurso de Revisión" de la 
Ley de Amparo, que regula el trámite del recurso de la revisión en el juicio constitucional, a saber: los 
términos en que habrá de interponerse, la forma de integrar el expediente, así como las reglas que 
deberán observar los órganos jurisdiccionales al conocer de este tipo de asuntos. Por ende, las reglas 
que rigen a la revisión en el amparo, son plenamente aplicables al recurso de revisión contencioso 
administrativo, porque ambos se guían por los mismos principios y, además, existe similitud en cuanto 
a su contenido y, por ello, contra de los acuerdos dictados durante la tramitación de la revisión, procede 
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 el recurso de reclamación regulado por los artículos 104 a 106 de la Ley de Amparo, que disponen que 
"se podrá interponer por cualquiera de las partes", que obviamente no son otras sino aquellas que ya 
fueron reconocidas en la instancia de origen. Luego, si en las actuaciones del contencioso 
administrativo de origen consta el reconocimiento expreso del tribunal del autorizado por el actor en 
términos del artículo 5o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, ese 
reconocimiento debe reflejarse en la instancia correspondiente a la revisión fiscal, por lo que el auto 
admisorio de la revisión fiscal interpuesta por la autoridad demandada en el juicio de origen, puede 
impugnarse a través del recurso de reclamación por el autorizado en dicho juicio. 
 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 

Contradicción de tesis 13/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Quinto, 
ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. Unanimidad de siete votos 
de los Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera Gamboa, Filemón Haro Solís, Elías H. 
Banda Aguilar, Marcos García José, Óscar Naranjo Ahumada y Juan Manuel Rochín Guevara. Ponente: 
Marcos García José. Secretario: Carlos Abraham Domínguez Montero.  

 
 
 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2016882  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.7o.A.170 A (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA POR REPETICIÓN DEL ACTO DECLARADO NULO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL SUSTANCIADO EN LA VÍA SUMARIA. EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN 
ES DE QUINCE DÍAS, CONTADO A PARTIR DE QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA 
ACTUACIÓN CONSIDERADA REPETIDA. El esquema procesal sumario se introdujo a la justicia 
contenciosa administrativa federal para agilizar la solución de los conflictos de cuantía menor o de 
poca complejidad, permitiéndose emplear más tiempo en los asuntos de mayor relevancia. Para ello, 
se redujeron los plazos y obstáculos procesales, a fin de tener a la brevedad la solución de la 
controversia y la firmeza de la sentencia. En consecuencia, el artículo 58-15 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, al disponer que en lo no previsto en el capítulo específico 
que regula la sustanciación y resolución del juicio de anulación en vía sumaria, se aplicarán las demás  
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disposiciones de ese ordenamiento, debe interpretarse en el sentido de que el plazo general de tres 
días es aplicable únicamente a los actos emitidos en ese procedimiento. Por tanto, el plazo para la 
interposición del recurso de queja por repetición del acto declarado nulo en el juicio contencioso 
administrativo sustanciado en la vía sumaria es de quince días, contado a partir de que surta efectos la 
notificación de la actuación considerada repetida, conforme al artículo 58, fracción II, inciso a), número 
1, inciso b), del ordenamiento mencionado, por ser la norma especial que regula ese medio de defensa, 
y el criterio que respeta el derecho humano de acceso a la administración de justicia, previsto en los 
artículos 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 
1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 169/2016. Manpower Industrial, S. de R.L. de C.V. 18 de agosto de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Alejandro Sergio González Bernabé. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 
 
 
 
 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016876  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.3o.36 A (10a.)  

 
PUBLICACIÓN "PRELIMINAR" DE LOS DATOS DEL CONTRIBUYENTE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 69-
B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, EN 
SU CONTRA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO. Los artículos 6o., 7o. y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevén el derecho a la vida privada como un límite, entre otras, a las 
libertades de expresión y de imprenta. Asimismo, los artículos 11 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; 17, numerales 1 y 2, del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; 12 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y V de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre, reconocen el respeto a la vida privada y, en consecuencia, a los derechos de la 
personalidad y, por otra parte, prohíben las injerencias arbitrarias o ataques a éstos. En consecuencia,  
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la publicación de los datos de los contribuyentes a que alude el artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación, constituye un aviso que se traduce en una afectación a su imagen y prestigio profesional, 
por aludir a la presunción de que realizan actos que no se apegan a los lineamientos normativos 
correspondientes, pues la advertencia de que efectúan operaciones al margen de las normas 
aplicables puede afectar sus relaciones comerciales y profesionales, aun cuando sea de carácter 
"preliminar" y no definitiva, lo que determina en forma concluyente su situación fiscal. Es así, pues la 
afectación al prestigio, atento a la percepción que de un contribuyente puedan tener los demás, 
especialmente quienes tienen o pueden tener relaciones comerciales o profesionales con él, no 
requiere que la publicación del listado sea la definitiva, porque el menoscabo a su imagen puede darse 
desde la publicación preliminar, que incide en la reputación del quejoso, entendida como su prestigio 
comercial y profesional; vulneración de imposible reparación por recaer sobre un derecho sustantivo 
protegido constitucional y convencionalmente. Por tanto, al corresponder ese acto a uno realizado 
dentro de un procedimiento administrativo, que es de imposible reparación en términos del artículo 
107, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, en su contra procede el amparo indirecto. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Queja 137/2017. Fortaleza Corporativa Forco, S.A. de C.V. 1 de junio de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Selina Haidé Avante Juárez. Secretario: Santiago Ermilo Aguilar Pavón. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016865  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXIX/2018 (10a.)  

 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. RESTRICCIONES Y MODALIDADES DE ESCRUTINIO. Dicha libertad es la más 
asociada a las precondiciones de la democracia constitucional, pues a través de su ejercicio se permite 
a los ciudadanos discutir y criticar a los titulares del poder público, así como debatir reflexivamente 
para la formación de posición frente a los problemas colectivos. Sobre tales premisas, las 
restricciones para el ejercicio de la libertad de expresión deben someterse a distintas intensidades de 
escrutinio constitucional dependiendo si se proyectan sobre discursos valiosos para esas 
precondiciones democráticas. Así, pueden identificarse tres tipos de restricciones ligadas a distintas 
modalidades de escrutinio: 1) restricciones neutrales respecto de los contenidos, que son aquellas que 
se establecen sin tomar en consideración el tipo de ideas a expresar por las personas; aquí se 
encuentran las medidas que regulan el tiempo, modo y lugar de los distintos tipos de discurso, y éstas 
se deben evaluar por regla general con un estándar de escrutinio ordinario o de mera razonabilidad, a 
menos que se demuestre que tengan un efecto desproporcionado en perjuicio de un punto de vista 
minoritario, o bien, se compruebe que no existe otra posibilidad real para que las personas difumen los 
discursos; 2) restricciones dirigidas contra un determinado punto de vista, que son aquellas medidas 
que singularizan una determinada idea para hacerla merecedora de una restricción o de promoción en 
el debate público, comúnmente en la forma de un reproche o aprobación oficial; dichas medidas se 
toman para proteger el lado preferido de un debate y minar aquel lado que se rechaza. La medida busca 
silenciar un punto de vista y visibilizar otro distinto y 3) restricciones dirigidas a remover un 
determinado contenido de la discusión, que son aquellas que identifican determinados temas, sin 
importar el punto de vista o el lado ocupado en el debate, para removerlos de su consideración pública 
o, bien para consagrarlos como temas obligados. Estas dos categorías, con independencia del tipo de 
discurso que regulen, se deben sujetar a un escrutinio estricto. Las medidas que buscan restringir un 
punto de vista y aquellas que buscan remover contenidos de la discusión tienen en común la pretensión 
de clasificar discursos para inhabilitarlos o bien promoverlos; sin embargo, ambas tienen distintos 
efectos en la deliberación; así, las primeras buscan influir en el debate, sin impedir la discusión del 
tema en cuestión, pero sí tomando partido por una de las posiciones, esperando que dicha posición 
prevalezca, mientras que las segundas son indiferentes a las posiciones de la discusión y buscan más 
bien remover el tema enteramente de toda consideración o bien posicionarlo en la conversación de 
manera forzosa. Aunque ambas medidas se deben sujetar a escrutinio estricto, estas últimas suelen 
arrojar mayor sospecha de inconstitucionalidad, pues a través de ellas el Estado buscar dictar una 
ortodoxia oficial.  
 
RIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016864  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XL/2018 (10a.)  

 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MODALIDAD INVOCABLE POR UNA PERSONA MORAL CONCESIONARIO DE 
RADIO COMO PARÁMETRO DE CONTROL CONSTITUCIONAL PARA CUESTIONAR LAS OBLIGACIONES 
LEGALES EN RELACIÓN A SU PROGRAMACIÓN. La libertad de expresión se relaciona con distintas 
finalidades, ya que su protección persigue tanto facilitar la democracia representativa y el 
autogobierno, como la autonomía, la autoexpresión y la autorrealización del individuo. Así, por la 
multiplicidad de propósitos que le dan sentido, es que pueden identificarse dos dimensiones de dicho 
derecho: por un lado, la social o política, en donde se le concibe como una pieza central para el 
funcionamiento adecuado de la democracia representativa y, por otro, la individual, donde se asegura 
a las personas espacios esenciales para desplegar su autonomía. Ahora bien, las personas morales 
pueden invocar derechos humanos como parámetro de validez si la naturaleza de aquellos invocados 
se encuentra relacionada estrechamente con el tipo de actividades realizadas por ellas. Así, es 
constitucionalmente admisible que una persona moral, como lo es una concesionaria de radiodifusión, 
pueda invocar la libertad de expresión, por conformar un instrumento constitucional para la formación 
de la opinión pública. No obstante, es necesario identificar la modalidad idónea para servir como 
parámetro de control. La dimensión individual –preocupada por proteger la autonomía de los 
individuos– podrá ser invocada por las personas en lo individual frente a las reglas que les impiden 
manifestarse en los medios de comunicación, y sólo por excepción por los medios de comunicación, 
pues las concesionarias de radiodifusión suelen ser personas morales, que se presentan en una forma 
institucional, cuyas líneas editoriales no son reducibles al pensamiento de una sola persona, sino a un 
conglomerado de ellas, quienes procesan y discuten visiones de la sociedad de una forma ordenada e 
institucionalizada. Más aún, su función es la de proporcionar un servicio público al ser un canal de 
deliberación, por lo que lejos de gozar de una concesión para desarrollar la autonomía de su titular, su 
deber constitucional es el de permitir la mayor discusión posible de los temas de relevancia pública y 
de propiciar que la mayoría de los puntos de vista de la sociedad se expresen en su servicio público, 
deberes constitucionales que se encontrarían en constante tensión si se reconociera un derecho de 
autonomía a las concesiones para excluir los puntos de vista con los cuales no coinciden y no discutir 
aquellos temas que sean contrarios a su visión personal de las cosas. Por tanto, los concesionarios de 
radiodifusión podrán preferentemente invocar como parámetro de control constitucional la dimensión 
social o política de la libertad de expresión.  
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2016872  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XIV.P.A.10 P (10a.)  

 

PLAZOS Y TÉRMINOS EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA PENAL. FORMA DE COMPUTARLOS 

(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LA REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO 

PRIMERO, IN FINE, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 24 Y 77 DE LA LEY DE LA MATERIA). Los vocablos 

"término" y "plazo", si bien se refieren a cuestiones de temporalidad, lo cierto es que tienen 

connotaciones jurídicas diferentes. Por un lado, "plazo" es el periodo durante el cual las partes en un 

juicio pueden hacer valer un derecho o cumplir con una obligación; en tanto que "término" es el 

momento preciso en que finaliza dicho plazo. Ahora bien, conforme al artículo 22, párrafo primero, de 

la Ley de Amparo, los plazos deben computarse a partir del día hábil siguiente al en que surta sus 

efectos la notificación y se incluirá en ellos el del vencimiento, excepto en materia penal, en que los 

plazos deben computarse de momento a momento; sin embargo, acorde con el diverso 21, primer 

párrafo, las partes tienen hasta las veinticuatro horas del día en que termina su plazo para presentar 

sus promociones de término por escrito, con independencia de que su plazo se compute de momento a 

momento (materia penal) o por días (otras materias). Ello obedece a que una interpretación 

sistemática de la regla establecida en el precepto 22 citado, en relación con los diversos 24 y 77 de la 

ley invocada, permite vislumbrar que su objetivo fue ponderar la libertad de las personas, agilizando el 

trámite de los procedimientos de amparo en materia penal, a fin de que los quejosos que obtuvieren 

una sentencia concesoria puedan ser dejados en libertad lo más pronto posible, lo cual únicamente 

sería posible obligando a los órganos jurisdiccionales a notificar inmediatamente las resoluciones, a 

computar los plazos de momento a momento y a dejar en libertad a los quejosos que obtuvieren una 

sentencia favorable, no obstante que ésta no se encuentre firme o que aún subsista la posibilidad de 

ser recurrida; en tanto que la diversa regla contenida en el artículo 21, tiene como objetivo ampliar la 

oportunidad de las partes, en todos los juicios de amparo, para presentar materialmente sus 

promociones de término, extendiendo el plazo hasta las veinticuatro horas del día del vencimiento. 

Interpretar el artículo 22 señalado en el sentido de que la oportunidad de presentar las promociones 

de término en los amparos en materia penal fenece, por ejemplo, en el mismo momento en que termina 

el plazo de diez días a que alude el artículo 86 de la Ley de Amparo, tornaría restrictiva e inequitativa 

dicha disposición, pues implicaría que en los juicios de amparo las partes en  
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esa materia tengan menores plazos para presentar sus promociones de término, que los que gozan las 

de las restantes materias. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 386/2016. 25 de enero de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Pablo Jesús Hernández 

Moreno. Ponente: Jorge Enrique Eden Wynter García. Secretario: Díddier Rolando Ramírez Canto. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2016879  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: (I Región)4o.1 P (10a.)  

 

RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 467 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES. ES INADMISIBLE CONTRA LA NEGATIVA DEL JUEZ DE CONTROL DE 

DECRETAR EL SOBRESEIMIENTO EN LA CAUSA, SOLICITADO POR EL IMPUTADO CON MOTIVO DEL 

DICTADO DEL AUTO DE NO VINCULACIÓN A PROCESO, AL NO ESTAR CONTENIDA DENTRO DEL 

CATÁLOGO DE RESOLUCIONES APELABLES. El artículo 470, fracción II, del Código Nacional de 

Procedimientos Penales establece la inadmisibilidad del recurso de apelación cuando se deduzca en 

contra de resoluciones que no sean impugnables por ese medio. Por su parte, el artículo 467 de ese 

código dispone que serán apelables las siguientes resoluciones emitidas por el Juez de Control: I. Las 

que nieguen el anticipo de prueba; II. Las que nieguen la posibilidad de celebrar acuerdos reparatorios 

o no los ratifiquen; III. La negativa o cancelación de la orden de aprehensión; IV. La negativa de la orden 

de cateo; V. Las que se pronuncien sobre las providencias precautorias o medidas cautelares; VI. Las 

que pongan término al procedimiento o lo suspendan; VII. El auto que resuelve la vinculación del 

imputado a proceso; VIII. Las que concedan, nieguen o revoquen la suspensión condicional del proceso; 

 IX. La negativa de abrir el procedimiento abreviado; X. La sentencia definitiva dictada en el 

procedimiento abreviado, o XI. Las que excluyan algún medio de prueba. En consecuencia, el recurso 

de apelación es inadmisible contra la negativa de decretar el sobreseimiento en la causa, ante la 

solicitud del imputado con motivo del dictado del auto de no vinculación a proceso, al no estar contenida 

dentro del catálogo de resoluciones apelables en términos del artículo mencionado. Sin que sea óbice, 

el hecho de que la negativa del sobreseimiento se emita en la misma audiencia en la que se resuelva 

sobre la vinculación a proceso, en tanto que ambas resoluciones son independientes entre sí, puesto 

que la etapa de resolución de la vinculación a proceso culmina con la decisión que al efecto dicte el Juez 

de control, mientras que la diversa determinación de negar el sobreseimiento acontece en un 

momento procesal diverso, ante la solicitud del imputado; de ahí que no se actualice la hipótesis de 

admisibilidad del recurso de apelación, prevista en el artículo 467, fracción VII, señalado. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON 

RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Amparo en revisión 537/2017 (cuaderno auxiliar 24/2018) del índice del Tribunal Colegiado del 

Trigésimo Primer Circuito con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 

Primera Región, con residencia en la Ciudad de México. 22 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. 

Ponente: Alberto Emilio Carmona. Secretario: Omar Sánchez Gavito Godoy. 
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Propiedad Intelectual 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2016866  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.18o.A.83 A (10a.)  
 

MARCA FAMOSA. ESTÁ PROTEGIDA EN LA INFRACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 213, FRACCIÓN VII, 

DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL. Las marcas famosas son aquellas cuya existencia no es 

conocida únicamente por el sector específico de consumidores que constituyen el objetivo de 

publicidad y comercialización de los bienes identificados por aquéllas, sino que son conocidas por la 

mayoría del público consumidor en general. Así, una marca catalogada como famosa, necesariamente 

implica que es notoriamente conocida, pues el hecho de que sea conocida por la mayoría del público 

consumidor –nivel o grado de conocimiento alto–, supone que es reconocida por los consumidores del 

círculo comercial en el cual se desenvuelve, pues este último conforma tan sólo una mínima parte del 

público consumidor en general. Ahora bien, del proceso legislativo del cual derivaron, entre otros 

preceptos, la fracción XV bis del artículo 90 de la Ley de la Propiedad Industrial, se advierte que fue 

intención del legislador proteger la propiedad industrial otorgando a las marcas famosas una 

protección ampliada frente a la protección que en general tal ordenamiento provee a las marcas. En 

esta tesitura, cuando el artículo 213, fracción VII, de la Ley de la Propiedad Industrial considera como 

infracción administrativa el uso como marca de las denominaciones, signos, símbolos, siglas o 

emblemas a que se refiere, entre otras, la fracción XV del diverso artículo 90 de la misma ley, que alude 

a marcas estimadas o declaradas notoriamente conocidas, entonces tal infracción también se 

actualiza respecto del uso como marca de las denominaciones, figuras o formas tridimensionales 

iguales o semejantes en grado de confusión que el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial estime 

o haya declarado como marca famosa. Sostener que el uso de marcas iguales o semejantes en grado 

de confusión a una marca famosa no constituye una infracción por no haber una remisión expresa al 

artículo 90, fracción XV bis, de la Ley de la Propiedad Industrial, implicaría desconocer que una 

subsume a la otra e iría en contra de una interpretación sistemática del ordenamiento, así como del 

objeto mismo de la protección marcaria y de la protección reforzada que a tales marcas concede la ley; 

intelección que, por lo antes dicho, no es contraria al principio de tipicidad, máxime considerando las 

modulaciones o matices que admite en el derecho administrativo sancionador. 
 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 388/2016. 19 de abril de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Armando Cruz Espinosa. 

Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Oswaldo Alejandro López Arellanos. 
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Tecnologías de la Información y Datos Personales 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016852  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.P. J/3 (10a.)  

 
CORREO ELECTRÓNICO OFICIAL. LA INFORMACIÓN COMUNICADA A TRAVÉS DE DICHO MEDIO ENTRE 
LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SI ESTÁ CERTIFICADA LA HORA Y FECHA 
DE SU RECEPCIÓN, ASÍ COMO EL ÓRGANO QUE LA REMITE POR EL SECRETARIO DE ACUERDOS DEL 
TRIBUNAL JUDICIAL QUE LA RECIBE, TIENE PLENO VALOR PROBATORIO. El artículo 210-A del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo en términos de lo 
previsto en el diverso numeral 2o. de esa ley, reconoce como medios de prueba la información 
generada o comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología, y 
establece que su fuerza probatoria está sujeta a la fiabilidad del método en que haya sido generada, 
comunicada, recibida o archivada y, en su caso, si es posible atribuir a las personas obligadas el 
contenido de la información relativa y ser accesible para su ulterior consulta. Ahora bien, entre los 
medios de comunicación electrónica a que se refiere la legislación procesal civil de referencia, se 
encuentra el denominado correo electrónico, que es un medio de transmisión de datos mediante redes 
informáticas (Internet), por el que es factible el envío de información que se recibe por el destinatario 
en forma de mensaje de texto o como dato adjunto; de ahí que la información generada o comunicada 
en mensajes de texto o archivos adjuntos que se transmite por medio del correo electrónico oficial, 
entre los órganos del Poder Judicial de la Federación, si su recepción está certificada por el secretario 
de Acuerdos del tribunal judicial al que se transmite, sobre la hora y fecha en que la recibió y la persona 
del órgano jurisdiccional federal que la remitió, tiene pleno valor probatorio, por ser confiable el medio 
en que fue comunicada, ya que tiene un grado de seguridad similar al de la documentación consignada 
en papel, además de que es identificable la persona a quien se atribuye su contenido y pueden 
verificarse tanto el origen del mensaje como el archivo adjunto que a través de éste se remita; pues en 
la actualidad los citados órganos se encuentran comunicados electrónicamente, por distintos medios, 
lo que permite corroborar los datos del mensaje de texto o dato adjunto recibido. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 119/2015. 11 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez. Secretario: Nicolás de Luna González. 
Queja 129/2015. 7 de diciembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Ojeda Bohórquez. 
Secretario: Jorge Antonio Salcedo Garduño. 
Queja 102/2016. 19 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. 
Secretario: Julio César Antonio Rosales. 
Queja 128/2016. 17 de octubre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Manuel Román Franco. 
Secretaria: Irma Emigdia González Velázquez. 
Queja 129/2017. 30 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. 

Secretario: Jaime Flores Cruz. 
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Fiscal 
 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2016855  
Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Común)  

Tesis: PC.III.A. J/41 A (10a.)  
 
DERECHOS POR EL SERVICIO DE REFRENDO ANUAL DE REGISTRO Y HOLOGRAMA. LOS ARTÍCULOS 
22, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO PARA EL EJERCICIO FISCAL DEL 
AÑO 2011, Y 24, FRACCIÓN III, DEL ORDENAMIENTO REFERIDO PARA LOS EJERCICIOS FISCALES DE 
LOS AÑOS 2012 A 2015, QUE ESTABLECEN SU MONTO, TRANSGREDEN LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS 
DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. Los preceptos legales indicados, al establecer el monto del 
derecho por concepto del servicio que preste la Secretaría de Vialidad y Transporte y, en su caso, la 
Secretaría de Finanzas, relativo al refrendo anual de registro y holograma, transgreden los principios 
tributarios de proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues lo cuantifican mediante un sistema tarifario basado en 
el tipo, dimensiones y uso diferenciados de los vehículos, sin brindar elementos sólidos que permitan 
determinar el parámetro de medición seleccionado para cuantificar el costo del servicio prestado y, 
por ende, posibilitar la correlación con el monto de la cuota a pagar. En efecto, por la naturaleza del 
servicio de trato, es bien sabida por todos sus usuarios, su obligación del refrendo anual vehicular y la 
obtención del holograma; y debido a la simplificación de esos trámites es fácil comprender que el 
servicio prestado por el Estado requiere de un despliegue técnico limitado a la gestión y administración 
de los datos de los vehículos, así como al cobro respectivo, el que incluso puede realizarse en línea, a 
través del sitio oficial de Internet del Gobierno del Estado de Jalisco. Por tanto, si el servicio es análogo 
para todos los vehículos, independientemente de su tipo, dimensión y uso, entonces, esos factores no 
dan certeza del costo real del servicio de trato, y siendo así, las disposiciones legales en cuestión son 
inconstitucionales. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 20/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y los Tribunales Colegiados Primero, Tercero, Cuarto y Quinto, todos 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. Mayoría de seis votos de los 
Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera Gamboa, Elías H. Banda Aguilar, Marcos García 
José, Óscar Naranjo Ahumada y Juan Manuel Rochín Guevara. Disidente: Filemón Haro Solís. Ponente: 
Juan José Rosales Sánchez. Secretario: Carlos Abraham Domínguez Montero. 
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Registro: 2016854  

Instancia: Plenos de Circuito  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.III.A. J/42 A (10a.)  

 
DERECHOS POR EL SERVICIO DE REFRENDO ANUAL DE REGISTRO Y HOLOGRAMA. CONSECUENCIAS 
DE LA DECLARATORIA DE INCONSTITUCIONALIDAD EN EL AMPARO DIRECTO DE LOS ARTÍCULOS 22, 
FRACCIÓN III, DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO PARA EL EJERCICIO FISCAL DEL 
AÑO 2011, Y 24, FRACCIÓN III, DEL ORDENAMIENTO REFERIDO PARA LOS EJERCICIOS FISCALES DE 
LOS AÑOS 2012 A 2015, QUE ESTABLECEN SU MONTO. El Pleno en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, considera que los preceptos legales indicados violan los principios tributarios de 
proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en cuanto prevén el monto de derechos por concepto del servicio que 
preste la Secretaría de Vialidad y Transporte y, en su caso, la Secretaría de Finanzas, relativo al 
refrendo anual de registro y holograma. En congruencia con ese criterio, y con el fin de imprimirle 
mayor seguridad jurídica, atento a lo previsto en el artículo 78 de la Ley de Amparo, resulta necesario 
precisar las consecuencias jurídicas que conlleva la declaratoria de inconstitucionalidad de las 
normas generales citadas, cuando se impugnan en amparo directo, con motivo de su aplicación en una 
sentencia definitiva que declaró la validez legal de los créditos fundados en tales preceptos, a saber: I. 
El tribunal responsable deberá dejar insubsistente la sentencia reclamada y en su lugar, emitir una 
nueva en la que decrete la nulidad de los créditos fiscales por los conceptos indicados, 
correspondientes a los ejercicios fiscales de 2011 a 2015, respecto del vehículo propiedad del quejoso; 
y, II. Los efectos de dicha nulidad deberán de atender al vicio de inconstitucionalidad detectado, 
ordenando a la autoridad administrativa demandada que emita una nueva resolución en la que 
inaplique la porción normativa que resultó contraria al texto constitucional, empero, vinculándola a 
cuantificar los derechos por esos servicios en función de la tarifa más baja. En adición a ello, es 
menester precisar de manera enunciativa, que el otorgamiento del amparo en esos términos, no 
podría tener el alcance de impedir la aplicación presente o futura de las disposiciones mencionadas en 
perjuicio del quejoso, ni servir de sustento para anular u obtener la devolución de sumas pagadas como 
consecuencia de actos diferentes, sean previos o posteriores a los créditos indicados. 
 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 

Contradicción de tesis 20/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y los Tribunales Colegiados Primero, Tercero, Cuarto y Quinto, todos 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. Mayoría de seis votos de los 
Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera Gamboa, Elías H. Banda Aguilar, Marcos García 
José, Óscar Naranjo Ahumada y Juan Manuel Rochín Guevara. Disidente: Filemón Haro Solís. Ponente: 
Juan José Rosales Sánchez. Secretario: Carlos Abraham Domínguez Montero.  
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PUBLICACIÓN "PRELIMINAR" DE LOS DATOS DEL CONTRIBUYENTE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 69-
B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, EN 
SU CONTRA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO. Los artículos 6o., 7o. y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevén el derecho a la vida privada como un límite, entre otras, a las 
libertades de expresión y de imprenta. Asimismo, los artículos 11 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; 17, numerales 1 y 2, del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; 12 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y V de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre, reconocen el respeto a la vida privada y, en consecuencia, a los derechos de la 
personalidad y, por otra parte, prohíben las injerencias arbitrarias o ataques a éstos. En consecuencia, 
la publicación de los datos de los contribuyentes a que alude el artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación, constituye un aviso que se traduce en una afectación a su imagen y prestigio profesional, 
por aludir a la presunción de que realizan actos que no se apegan a los lineamientos normativos 
correspondientes, pues la advertencia de que efectúan operaciones al margen de las normas 
aplicables puede afectar sus relaciones comerciales y profesionales, aun cuando sea de carácter 
"preliminar" y no definitiva, lo que determina en forma concluyente su situación fiscal. Es así, pues la 
afectación al prestigio, atento a la percepción que de un contribuyente puedan tener los demás, 
especialmente quienes tienen o pueden tener relaciones comerciales o profesionales con él, no 
requiere que la publicación del listado sea la definitiva, porque el menoscabo a su imagen puede darse 
desde la publicación preliminar, que incide en la reputación del quejoso, entendida como su prestigio 
comercial y profesional; vulneración de imposible reparación por recaer sobre un derecho sustantivo 
protegido constitucional y convencionalmente. Por tanto, al corresponder ese acto a uno realizado 
dentro de un procedimiento administrativo, que es de imposible reparación en términos del artículo 
107, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, en su contra procede el amparo indirecto. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Queja 137/2017. Fortaleza Corporativa Forco, S.A. de C.V. 1 de junio de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Selina Haidé Avante Juárez. Secretario: Santiago Ermilo Aguilar Pavón. 
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IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. CONTRA LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS DE LA APLICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 158 BIS DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, QUE PREVÉ LA 
OBLIGACIÓN DE RETENER Y ENTERAR ESE TRIBUTO, ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA SUSPENSIÓN 
EN EL AMPARO. Es improcedente conceder la suspensión contra los efectos y consecuencias de la 
aplicación del artículo 158 Bis de la Ley de Hacienda del Estado de Nuevo León, consistente en la 
obligación, entre otras, de las personas físicas y morales que contraten la prestación de servicios de 
personal dentro del territorio del Estado, de retener y enterar el impuesto sobre nóminas, al constituir 
una medida que tiene como objeto evitar prácticas de evasión fiscal y fortalecer el control de 
obligaciones de los contribuyentes con esquemas de contratación por medio de outsourcing o 
subcontratación de personal, por lo que de concederse la medida cautelar se transgrediría el artículo 
128, fracción II, de la Ley de Amparo, ya que se contravendrían disposiciones de orden público y se 
causaría perjuicio al interés social, pues conllevaría la continuación de infracciones relacionadas con 
la omisión de las retenciones en materia de dicho tributo, lo cual implica también impedir el 
fortalecimiento del ejercicio de las facultades de control en materia fiscal de las autoridades. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 240/2017. 10 de octubre de 2017. Unanimidad de votos, con voto 
concurrente del Magistrado Rogelio Cepeda Treviño. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretaria: 
María Eugenia Urquiza García. 
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COSTAS EN CONCURSOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY DE LA MATERIA, QUE PREVÉ SU 

CONDENA CUANDO SEA IMPROCEDENTE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO MERCANTIL, NO 

CONTRAVIENE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. El precepto citado, al establecer que en la 

sentencia que declara improcedente el concurso mercantil el Juez condenará al acreedor 

demandante o al solicitante, en su caso, a pagar los gastos y costas judiciales, incluidos los honorarios 

y gastos del visitador, no vulnera el derecho de acceso a la justicia, pues si bien prevé un sistema 

objetivo de condenación en costas al atender al hecho de la improcedencia de la solicitud o de la 

demanda del concurso, esa circunstancia se justifica en la naturaleza de ese proceso, cuya 

sustanciación genera mayores molestias y perjuicios a las que tienen lugar en otro tipo de juicio, por lo 

que no podría sostenerse que el sistema de condena en costas sea el de vencimiento puro, sino más 

bien el de compensación o indemnización, cuyo propósito es restituir a quien injustificadamente ha sido 

llamado a juicio de los gastos en que hubiere incurrido con motivo del proceso. En este sentido, cuando 

el comerciante solicita su concurso mercantil y éste resulta improcedente, el pago de las costas a su 

cargo se justifica porque sometió a sus acreedores a las molestias derivadas de impedir el pago de los 

adeudos correspondientes o la continuación de los procesos de ejecución que se hubieren iniciado; por 

su parte, cuando es la demanda de concurso planteada por un acreedor la que no prospera, la condena 

en costas a su cargo también se justifica por las molestias ocasionadas al comerciante con la visita, 

quien debió permitir el acceso a su documentación contable y financiera por parte del visitador, así 

como las derivadas de alguna medida cautelar, o alguna otra de las medidas que puedan llegar a 

tomarse. Lo anterior, sin perjuicio de que, de ser el caso, el Juez pueda fundar la condena en el sistema 

subjetivo que atiende a la temeridad o mala fe conforme al artículo 1084 del Código de Comercio, 

también admitido en los juicios mercantiles y cuya aplicación no contravendría al sistema previsto en 

la norma especial analizada. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 7071/2016. Metrofinanciera S.A., Promotora de Inversión de C.V., SOFOM, 

E.N.R. y otra. 15 de noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 

Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
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CONCURSOS MERCANTILES. LOS ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY RESPECTIVA NO CONTRAVIENEN LOS 

DERECHOS DE IGUALDAD Y DE ACCESO A LA JUSTICIA. Los mencionados artículos no contravienen el 

derecho de igualdad ni de acceso a la justicia, al exigir que cuando el acreedor demanda la declaración 

de concurso mercantil, el comerciante deba ubicarse en los dos siguientes supuestos: a) que las 

obligaciones vencidas en al menos treinta días, representen el 35% o más de todas las obligaciones del 

comerciante a la fecha de la demanda o solicitud del concurso; y b) que el comerciante no tenga activos 

para hacer frente a por lo menos el 80% de sus obligaciones vencidas a la presentación de la demanda 

o solicitud; esto, a fin de considerar que el comerciante se encuentra en incumplimiento generalizado 

en el pago de sus obligaciones, como condición necesaria para que se proceda a la declaración del 

concurso mercantil; a diferencia de cuando la solicitud de tal concurso proviene del propio 

comerciante, en que le basta encontrarse en uno de los dos mencionados supuestos para lograr la 

declaración pretendida. Tal diferencia en la regulación se justifica, en primer lugar, en el propósito del 

legislador de establecer no solamente un elemento objetivo de valoración del incumplimiento 

generalizado, sino dos, en consonancia con las tendencias actuales de la materia concursal, donde no 

solamente se toma en cuenta la insolvencia, sino sobre todo la iliquidez del comerciante, de manera 

que cuando se demanda su declaración de concurso por una persona distinta (algún acreedor o el 

Ministerio Público), es precisa la demostración de ambas hipótesis como prueba de que ya se 

encuentra en franco estado de incumplimiento generalizado e indebidamente no ha cumplido la carga 

de solicitar su concurso; máxime cuando el sometimiento al proceso de concurso implica ciertas 

molestias y perjuicios al comerciante, como la visita de verificación que implica la revisión de sus 

documentos contables y financieros, o la imposición de ciertas medidas provisionales; en cambio, el 

beneficio conferido al comerciante para que pueda solicitar su declaración de concurso con la sola 

comprobación de uno de los dos elementos, obedece a que el derecho concursal no solamente tutela 

los intereses de los acreedores y del deudor, sino también el interés público de conservación de la 

empresa como unidad económica, por lo que el proceso de concurso busca funcionar en primer lugar 

como una forma de lograr la revitalización de la empresa del comerciante y cuando esto no se 

consigue, el propósito es la venta de sus unidades productivas y demás bienes para la resolución de los 

adeudos de la mejor forma posible; de manera que en esa lógica, y como el comerciante es el que se 

encuentra en mejores condiciones de conocer su situación financiera y económica, debe tener la 

posibilidad de acogerse tempranamente a los beneficios del proceso concursal para sanear sus 

finanzas y lograr la conservación de su empresa cuando advierta la inminencia de un incumplimiento 

generalizado, de ahí que no le resulte forzosa la comprobación de ambos requisitos. 
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PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 7071/2016. Metrofinanciera S.A., Promotora de Inversión de C.V., SOFOM, 

E.N.R. y otra. 15 de noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 

Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
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Telecomunicaciones 
Época: Décima Época  

Registro: 2016898  
Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XLI/2018 (10a.)  
 
USO CORRECTO DEL LENGUAJE. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN IX, DE LA LEY FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN A LOS 
CONCESIONARIOS DE PROPICIARLO, VIOLA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. El artículo mencionado 
establece un mandato general de “propiciar” ciertos puntos de vista en relación a temas considerados 
relevantes, lo que se prescribe previendo un listado de nueve temas que deben promoverse 
positivamente en las transmisiones de los concesionarios y, a contrario sensu, evitar aquellas 
opiniones adversas. Así al tratarse de medidas que singularizan un punto de vista, es que se estima que 
deben sujetarse a un escrutinio estricto, por lo que para lograr un reconocimiento de validez deben 
buscar realizar un fin constitucional imperioso, mostrar una estrecha relación de medio a fin y no 
existir una alternativa menos gravosa para lograr el mismo fin. Ahora bien, debe declararse la 
invalidez de la fracción IX de dicho precepto legal, la cual establece la obligación de los concesionarios 
de radiodifusión de propiciar en su programación el uso correcto del lenguaje, pues dicha medida no 
supera el primer paso del estándar, luego el fin legislativo observable de la norma es ilegítimo, ya que 
pretende que el Estado se erija en una autoridad lingüística y determine el uso correcto de las palabras 
en los medios de comunicación. Esto es constitucionalmente inaceptable porque el lenguaje no es un 
sistema normativo determinado por las fuentes jurídicas de nuestro sistema constitucional, sino por 
fuentes extra-jurídicas, lo que provoca que la referida porción normativa vulnere la libertad de 
expresión de la concesionaria, pues al producir y transmitir programación debe cuidar no hacer un uso 
incorrecto del lenguaje, inhibiéndose de producir contenidos que consideraría valiosos para la 
discusión pública. Muchas veces, los concesionarios pueden considerar necesario que ciertos 
mensajes se transmitan en un lenguaje irreverente, poco convencional o incluso ofensivo para generar 
un impacto en los interlocutores y detonar una deliberación pública. La discusión desinhibida, robusta 
y plural necesaria en una democracia exige que los participantes no estén sujetos a un permanente 
temor de ser sancionados por un uso incorrecto del lenguaje. Así, la necesaria creatividad para la 
transmisión de sus ideas exige como presupuesto la preservación de la libertad para utilizar el 
lenguaje de la manera que mejor se considere.  
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
 
 

 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016892  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XLIII/2018 (10a.)  

 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. LOS ARTÍCULOS 223, SEGUNDO PÁRRAFO Y 224 DE LA LEY 
FEDERAL REFERIDA, NO VULNERAN LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. Los preceptos mencionados 
establecen medidas neutrales respecto al contenido o discurso de los concesionarios transmitido en 
la programación, así el primero de los preceptos mencionados establece una regla de eficiencia de 
mercado en favor de los programadores, a quienes se les garantiza el derecho de comercializar sus 
contenidos en uno o más canales o plataformas de distribución y establecer libremente sus tarifas, con 
lo cual se otorga certeza en relación a la regla aplicable para transacciones que el legislador estimó 
necesario reservar a la lógica del mercado. Por otra parte, el artículo 224 de la ley establece que en 
cada canal de multiprogramación autorizado a los concesionarios de uso comercial, público y social 
que presten servicios de radiodifusión, se deberá cumplir con las mismas reglas y disposiciones 
aplicables en términos de contenido, publicidad, producción nacional independiente, defensor de la 
audiencia, tiempos de Estado, boletines, encadenamientos y sanciones. Como se advierte, estas 
normas no singularizan un tema o punto de vista, sino que establecen que los concesionarios se deben 
sujetar a las mismas obligaciones generales con independencia del tipo de actividad y discurso de su 
especialización. Así, los preceptos legales de referencia deben sujetarse a un escrutinio ordinario, 
porque son medidas neutrales, que se imponen en el entendido de que los concesionarios mantienen 
libertad para generar sus propias visiones sobre cualquier tema y presentarlos al público en las 
formas que estimen convenientes. Por tanto, para lograr reconocimiento de validez constitucional, 
basta que las normas busquen avanzar en la realización de fines constitucionales aceptables, que 
introduzcan medidas relacionadas racionalmente con dichos fines y que no sean abiertamente 
desproporcionales en la afectación de otros bienes constitucionales. Respecto del primer requisito se 
estima que las normas impugnadas buscan avanzar un fin constitucional no sólo legítimo, sino 
importante, consistente en el establecimiento de un sistema de normas ciertas y homogéneas que 
regulen el servicio público de radiodifusión con certeza jurídica, tanto para quienes presten el servicio, 
como para los usuarios; debe recordarse que a través de reglas claras igualmente aplicables a los 
distintos concesionarios se propicia la eficacia de estándares mínimos de calidad, mediante los cuales 
se puede asegurar que el servicio se preste en las condiciones previstas por el artículo 28 
constitucional, a saber, en beneficio del interés general, asegurando la eficacia en los servicios en 
favor de la población. Las medidas impugnadas cumplen con el segundo requisito porque 
razonablemente están conectadas con la finalidad constitucional identificada, pues es justamente a 
través del establecimiento de reglas claras y precisas como se logran los referidos objetivos 
constitucionales. Por último, se estima que las medidas analizadas no afectan 
desproporcionadamente otros bienes constitucionales, pues los concesionarios puedan producir o 
transmitir los contenidos con las visiones que estimen convenientes, sin que las normas impongan 
costos a esta libertad, salvo los ordinarios de cualquier concesión que aspira a participar en un 
mercado regulado. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016891  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 11 de mayo de 2018 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XLV/2018 (10a.)  

 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 253 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO 
VIOLA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. El artículo citado establece la obligación de los concesionarios 
que presten servicios de radiodifusión y de televisión de transmitir el himno nacional a las seis y 
veinticuatro horas, la cual no busca singularizar un punto de vista y beneficiarlo en el debate, sino 
exponer a los ciudadanos a un contenido muy específico: el himno nacional y la bandera nacional, sin 
que ello implique la obligación de transmitir una apología de estos símbolos patrios, sino simplemente 
mostrarlos a la población. Ciertamente, la exposición obligatoria de un material tiene incidencia en la 
libertad de un concesionario, por lo que supone una restricción a su libertad de manifestarse, en este 
caso, de abstenerse de exponer dicho material. Ahora bien, al vincularse estos símbolos con la 
representación del Estado mexicano, el discurso afectado es político, por lo que resulta aplicable un 
escrutinio estricto, no obstante, se estima que la norma es válida constitucionalmente. En primer lugar, 
la medida busca cumplir con un mandato constitucional imperioso previsto en la fracción III del 
apartado B del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de lograr que la 
radiodifusión fomente “los valores de la identidad nacional”. Los valores nacionales no se agotan con 
su representación gráfica u audiovisual; sin embargo, un paso inicial en su promoción es mediante 
dichas representaciones. Ahora bien, para superar el segundo paso del estándar, debe determinarse 
si la obligación se encuentra vinculada estrechamente a esa finalidad, lo cual debe responderse 
positivamente si se interpreta de manera conforme. En efecto, se considera que la obligación legal 
debe entenderse en el contexto de las funciones asociadas a la radiodifusión como servicio público, 
esto es, con la función de servir de foro de deliberación de temas de interés público. Al estar impedido 
el Estado para imponer una ortodoxia oficial sobre cualquier tema, incluida su lectura de los valores 
nacionales, parece razonable propiciar como instrumento de detonación de la discusión y exploración 
de su sentido y alcance la obligación de transmisión del himno nacional y, en su caso, simultáneamente 
de la bandera nacional dos veces, al inicio y final del día, pues mediante su exposición los ciudadanos 
tienen un recordatorio constante de que la convivencia pública es producto de un orden constitucional 
que no es neutro, sino que se adhiere a determinados valores, cuyo significado no es autoevidente ni de 
aplicación mecánica, sino producto de la construcción colectiva de una conversación continúa de todos 
los sectores de la población, abierta a distintas interpretaciones y lo suficientemente evolutiva para 
servir de fuerza transformadora del estado de cosas actual. Por último, es necesario precisar que la 
medida es poco intrusiva en la programación de una radiodifusora porque se dispone que las 
transmisiones obligatorias se realicen en horarios que marcan comúnmente el inicio y finalización del 
día hábil, con una duración mínima en relación al tiempo disponible con el que cuentan los 
concesionarios para  
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determinar libremente su programación. Aunado a lo anterior, los concesionarios mantienen su 
libertad de presentar sus visiones y las de otros en relación a los valores nacionales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
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TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 238 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO 
VIOLA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. El mencionado precepto legal prohíbe la transmisión de 
publicidad o propaganda presentada como información periodística o noticiosa, a fin de evitar la 
radiodifusión de contenidos engañosos. Por tanto, establece una medida que busca remover los 
referidos contenidos de la deliberación pública. Con ello el legislador no busca avanzar una 
determinada opinión en tema alguno, sino remover contenidos que deliberadamente se presentan 
para inducir a las personas con información inexacta, sin importar el tema o el punto de vista de esos 
contenidos. Por tratarse de una medida relacionada con el contenido de los discursos, debe someterse 
a escrutinio estricto, pues se dirige a algún discurso potencialmente valioso para la deliberación 
pública, esto es, el discurso político protegido constitucionalmente. En la norma se identifica como 
finalidad evitar la transmisión de publicidad engañosa, la cual debe considerarse una finalidad 
constitucional imperiosa, pues así lo prevé expresamente la fracción IV del apartado B del artículo 6o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al señalar que “se prohíbe la transmisión 
de publicidad o propaganda presentada como información periodística o noticiosa”. Ahora bien, el 
segundo requisito es colmado igualmente por la norma legal, pues el medio que  
 
 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
dispone para avanzar el fin imperioso ya está seleccionado y dispuesto en el propio texto 
constitucional, consistente en la obligación de los concesionarios de no presentar publicidad o 
propaganda expresada como información periodística o noticiosa. Esto supone que el Constituyente 
determinó por sí mismo el medio idóneo, descargando la obligación del legislador de buscar la mejor 
medida posible; así se estima que cuando el Constituyente no se limita a establecer fines 
constitucionales imperiosos, delegando al legislador la selección de los medios idóneos, sino que él 
mismo define el instrumento, es innecesario evaluar la idoneidad y estricta proporcionalidad de la 
medida, pues no corresponde a los jueces constitucionales sustituirse en el Constituyente para 
determinar si existe un medio menos gravoso, por lo que debe reconocerse la validez de la referida 
medida por replicar lo previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin que sea 
necesario realizar alguna operación de compatibilidad del texto constitucional y la convencionalidad 
de los derechos humanos, pues la publicidad engañosa, en tanto implica la difusión de información que 
no se presenta como el producto de una investigación razonable sobre una cuestión, no supone el 
ejercicio de la parte nuclear del derecho humano en cuestión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
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Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. XLII/2018 (10a.)  

 
INTEGRACIÓN DE LAS FAMILIAS. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, AL ESTABLECER LA OBLIGACIÓN A LOS 
CONCESIONARIOS DE PROPICIARLA, NO VULNERA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN SI SE INTERPRETA 
DE MANERA CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN. El artículo mencionado establece un mandato 
general de “propiciar” ciertos puntos de vista en relación a temas considerados relevantes, lo que se 
prescribe previendo un listado de nueve temas que deben promoverse positivamente en las 
transmisiones de los concesionarios y, a contrario sensu, evitar aquellas opiniones adversas. Así al 
tratarse de medidas que singularizan un punto de vista, es que se estima que deben sujetarse a un 
escrutinio estricto, por lo que para lograr un reconocimiento de validez deben buscar realizar un fin 
constitucional imperioso, mostrar una estrecha relación de medio a fin y no existir una alternativa 
menos gravosa para lograr el mismo fin. Ahora bien, la fracción I, del precepto impugnado prevé la 
obligación de propiciar la integración de las familias. Esta Suprema Corte considera que la norma 
supera el estándar propuesto, pues la protección de la familia, interpretada conforme con la 
Constitución, es una finalidad prevista en el artículo 4o. constitucional. Sin embargo, es necesario 
precisar que las autoridades deben ser muy cuidadosas en aplicar de manera conforme con la 
Constitución dicha porción normativa pues no podría entenderse en el sentido de imponer un solo 
modelo de familia, pues ello debe entenderse con base en la doctrina emitida por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 2/2010, en sesión 
del dieciséis de agosto de dos mil diez, en la que se estableció que el concepto de “familia” consagrado 
en el artículo 4o. constitucional hace referencia a una realidad social, por lo que no puede excluirse 
ningún arreglo familiar, por tanto la fracción I del artículo 223 de la ley referida, debe leerse a la luz de 
esta doctrina jurisprudencial. Así, al entenderse la norma en el sentido de sólo obligar a los 
concesionarios a detonar la deliberación sobre el concepto de familia, dicha medida se presenta 
estrechamente vinculada a la finalidad constitucional imperiosa, sin que se observe otra menos 
gravosa.  
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2015. Radio Iguala, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
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